
BOE núm. 50. Suplemento -, Martes 28 febrero 1995 13

un mecanis'mo último de garantía de derecho funda-
mentales. .

, Las consideraciones anteriores llevan a desestimar
la demanda de amparo.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUlORIÓAD QUE LE CÓNFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑoLA.

Ha decidido

1,. Desestimar ti recurso de amparo.

, 2. Ordenar el levantamiento de la .anotación prae-,
ticada en el Registro .de la Propiedad de Mollet. acordada
por nuestro Auto de fecha 26 de marzo de 1990, como
medida cautelar. ' '

Publíquese, esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

• Dada en Madrid~ a veinticuatro de enero de' mil nove­
cientos noventa y cinco.-Miguel Rodríguez:"Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fe,rnando GéHcía-Mon y González-Regue­
ral.--'carlos de la Vega Benayas.-VicEmte Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa-
lón.-Firmadoy Rubricado.' ,

Voto particular que formula el Magistrado ¡jon Fernando
García-Mon y González-Regueral, respecto 'de .la· Senten-

cia dictada en el recurso de amparo 478/90

Discrepo respetuosamente de ,la Sentencia desesti­
ma~oria aprobada por la mayoría por las razones que
sucintamente expongo: , '

1. - El derecho de defensa que es la primera de las
garantías que de forma terminante se reconoce en el
arto 24.1 de la Consti~ución «<sin que, en ningún caso,
pueda producirse indefensión») y sIn la cual resultarían
inútiles to~as las demás, requiere necesaríamente que
las partes mteresadas en un proceso tengan conocimien~

to por sío a través de sus representantes legales, de
todas las actuacíones que se produzcan en el mismo
y que puedan afectar a sus derechos e intereses en
virtud de las resoluciones judiciale.s que.se dicten con
base en dic~as actuaciones. De ahí la importancia que, .
desde el primer momento, ha dado este Tribunal a la
correcta aplicación de todas las normas que regulan los
actos de comunicación en el proceso. '

Es cierto que, éomo se sostiene en la Sentencia de
la que disiento, no todas las normas procesales tienen
proyección o alcance constitucional. y loes también que
las éuestiones relativas a quien ostenta la representación
de una persona jurídica son, por regla general. problemas
de legalidad ordinaria que han de resOlver los órganos
ju~iciales en uso de la potestad jurisdiccional que les
atribuye el arto "117.3 de la Constitución. Ahora bien,
si por error o por una interpretación manifiestamente
equivocada se atribuye dicha representación a quien no
la tiene legalmente, o la ostenta para unos fines deter- '
minados y concretos y, pese a ello -como ocurre en este
caso-, se extiende la representación con carácter general,
a extremos. que exceden de los fines para los que' ha
sido otorgada, en estos supuestos y por afectar é1ara­
mente al derecho de defensa, el problema deja de ser
de mera legalidad por incidir en la primera de lasgaran­
tías que,como hemos dicho, exige elart. 24.1 C.E.para
que la tutela judicial seaona realidad efectiva. ' '

2. Pues bien, como ya anticipamos, esto es lo ocurri­
do en el presente caso. A la recurrente en amparo le
fueron embargagos de conformidad con el art,. 1.447.5

efe,la L.E.C. lo.s frutos. y rentas de toda especie que pro­
dUjera la SOCiedad ejecutada, la '«España Industrial. S.
A.», y, por tanto, en aplicación del arto 1.450 de la citada
ley, ~e constituyó la Administración judicial prevista en
el mismo, confiada, como manda el precepto, «a la per­
sona que el acreedor designe». Es, pues, un Adminis­
trador que se designa a propuesta del ejecutante, es
decir de la parte con intereses y derechos contrapuestos
a la socie.dad ~je~utada, y que, además, o precisamente
por ello.. tiene limitada su representación exclusivamente
a lo que se determine en el apartado 2.° del arto 1.4.50
en relación con el arto 1.010, ambos de la L.E.C" llevar
I~s cuentas de .la administración en la forma y condi­
cIones que en dichos preceptos se determinan.

,Extender la representación de la sociedad más allá
d~ ,esos )ímit~s y consid~rar que el Administrador judi­
dlclal aSI deSignado .~replto, a propue'sta de los ejecu­
tantes y con la finalidad concreta de administrar frutos
y rentas-, es elAdministrador judicial previsto en el Decre­
to-Iey t8/1969 r de 20 de octubre, para el sup'uesto de
que lo em.bargado sea l~ sociedad misma ola mayoría
de sus aCCiones,. es ampliar detalforma la repfesentación
otorgada que priva radicalmente a la sociedad recurrente
de su deréchode defensa, toda vez que todas lasactua­
ciones relativas al embargo y subasta de una finca per­
teneciente a la sociedad ejecutada y hoy recurrente en
amparo, no se entendieron ni se notificaron ha dicha
s?ciedad, sino a quien, nombrado a propuesta de los
ejecutantes, era simplemente administrador de los frutos
y rentas de la sociedad y no de la sociedad misma que,
al no haber sido embargada, no fue sometida a la admi­
nistración judicial prevista en el Decreto-Iey 18/1969.

En estas circunstancias que resultan de las actua­
ciones judiciales y, concretamente, de las llevadas a efec- ,
to para la ejecución de la Sentencia, es patente la inde­
fensión ,que, como se reconoce en las alegaciones del
Ministerio Fiscal-y del Abogado del Estado; se ha pro­
ducido a la sociedad recurrente y que, por tanto,como
se solicitaba en dichas' alegaciones, ha debido estimarse
el presente recurso de amparo. '

Madrid, veinticuatro de ~enero de mil novecientos
noventa y cinco..,....Fernando García-Mon y Gonzálet-Re­
gueral.-Firmado y rubricado.

5094 Sala Pfiméra. Sentencia' 75/1995, de 24
de enero de 1995. RecursoS de amparo
1~886/1992 y 1.979/1992 (acumulados).
Contra Sentencia de la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo del T.S.J. de Cataluña, diC­
tada en reéurso interpuesto contra resolución
administrativa que publicaba la lista de fun­
cionarios que- habían 'accedido al Cuerpo de
Técnicos Especializados. Vulneración del dere­
cho.a la tutela judicial efectiva: Sentencia. die-
tadaihaudita parte. " , '

La Sala Primera del Tribunal ConstituCional. compues­
t':l por don Miguel, Rodríguéz-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
Sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Vicente Gimeno Sendra, don Rafael de Mendizábal
Allende y don Pedro Cruz VillaIón, Magistr:ados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente,

SENTENCIA

En los recursos de amparo acumulados núms.
1.886/92 y 1.979/92 interpuesto uno por don Leandro
MerchánLópez y el otro por don Bernardo de Bias Benito
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y don José María Benito Benito representados todos
por don José Ignacio de Noriega' Arquer. Procurador de
los Tribunales. contra la Sentencia que la Sala de lo
Contencioso-Administrativode1 Tribunal Superior de JuS"
ticia de Cataluña dictó el 19 de marzo de 1992. Han
comparecido el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal.
habiendo sido Ponente el Magistrado don Rafael de Men-

'dizábal Allende. quien expresa el parecer'de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escritos registrados los días 16 y 24 de julio
de1 ~92. se recibieron los recursos de amparo de los
que se hace mérito eh el ~ncabezamiento y allí se nos
cuenta que los hoy demandantes recibieron en su día
tina notificación del Ministerio de Obras Públicas y Urba­
nismo (Jefatura del Area de Legislación. Recursos e Infor~

mación) en la cual se les COrllUnicaba que se había inter­
puesto recurso contencioso-adrninistrativo contra la
Orden de la Secretaría General deCómunicacionesque
lleva fecha 26 de julio de 1989. donde se hacía pública
la lista de los 366 funcionarios que accedían al Cuerpo
de Técnicos Especializados. con emplazamiento para que
pudiesen comparecer en' el recurso. en virtud de lo dis- '
puesto en el arto 29.1 b) de la LJ.C.A. Por sendos escritos
de 7 de noviembre de 1991 dirigidos a la Sala com­
petente. los tres se personaron en tal calidad en el pro­
cedimiento ya en marcha y desde aquella fecha no reci~

bieron noticia judicial alguna _hasta el 19 de junio
de 1992. día en el que fueron citados para que com­
pareciesen ante el Juzgado de Primera Instancia núm.
2 de Getafe. donde se les notificó la Sentencia del Tri­
buna� Superior de'Justicia de Ca,taluña recaída' en el
recurso contencioso-administtativo núm. 1.122/91. en
el cual se habían personado como codemandados. sin
que se les diese traslado para formalizar la contestación
a la demanda ni para cualquier otro trámite procesal.

En las demandas se aduce que ha sido vulnerado
el derecho de todos ellos a obtener una tutela judicial
efectiva sin indefensión 'garantizado en el arto 24.1 de
la C.E.. toda vez que la Sala de lo Contencioso-admi­
nistrativo les privó indebidamente de su derecho de
defensa y olvidó el principio procesal de contradicción.
dictando una Sentencia inaudita parte. cuando los hoy"
demandantes se habían personado en tiempo y forma
en el proceso y resultaban perfectamente identificados
en el expediente obrante ante el órgano jurisdiccional.

2. La Sección Primera de este Tribunal. en sendas
providencias de 22, de marzo admitió a., trámite ambas
demandas y. a tenor de Jo dispuesto en el arto 51 LOTC.,
.ordenó a la Sala de lo Cóntenciosá-administrativo que
emplazase a quienes hubiesen sido parte en el proceso
judicial antecedente para ,que. en el plazo de diez días;
pudiesen comparecer en este, proceso constitucional.
con traslado a dichos efectos de la copia de la demanda:

La mis,ma Sección. en otras dos providencias de 14
de junio. tuvo por personado y parte al Abogado del
Estado en cada uno de los dos recursos y dio vista de
todas las actuaciones por un plazo común de veinte días
a los demandantes. al Abogado del Estado y al Fiscal
para que pudieran formular las alegaciones que a su
derecho conviniesen. con expreso pronunciamiento acer­
ca de la posible acumulación de ambos procedimientos.
medida sobre la cual se mostraron conformes todas las
partes. ac'ordándose así' por la Sala Primera en el 'Auto
de 22 de noviembre.

3. El Fiscal presentó el escrito de alegé;lciones
poniendo de manifiesto su duda acerca de, la fecha cierta
del emplazamiento. aun cuando. una vez recibida la infor­
mación al respecto que este Tribunal había solicitado.
formuló nuevo escrito el 4 de noviembre. donde analiza

la regulación procesal entonces vigente y. más concre­
tamente. lo dispuesto en' los arts. 64 y 66 de la L.J.C.A.
A su juicio. dichas normas sobre el emplazamiento de
los coadyuvantes y codemandados son consecuencia
del carácter escrito del recurso contencióso-administra­
'tivo y del principio de preClusión. de modo. que una
interpretación meramente literal de dichos preceptos lle­
varía a la conClusión de que la Sala actuó conforme
a los mismos. teniendo por personados a los deman­
dantes de amparo pero no dándoles un trámite de ale­
gaciones. ya que cuando comparecieron los autos se
encontraban pendientes de dictar Sentencia. por no
haberse propuesto prueba alguna. Sin embargo. esa
interpretación literal no se acomoda a las exigencias deri­
vadas del derecho a una tutela judicial efectiva sin inde­
fensión. ya que sus efectos se limitan a admitir una per­
soriación meramente formal sin posibilidades de defensa
a unas' personas que tenían un interés directo en el pro­
ceso. como se desprende c1aran1ente de la posición que
ocupaban en' la lista recurrida y posteriormente anulada
por la Sentencia objeto del presente amp;;lro.

, Por otra parte. los ahora demandantes se 'personaron
en tiempo y forma en el recurso contencioso-adminis­
trativo y las anomalías habidas en su emplazamiento
son por entero ajenas a su conducta procesal. Si se
tienen presentes f!sas anomalías y la distancia geográfica
de los domicilios de los ":'!teresados respecto de la sede
del Tribunal. la Sala. que encargó a la Administración
su emplazamiento. precisamente para que no sufrieran
indefensión. debió comprobar su situación procesal y
darles un' auténtico trámite de audiencia. bien a través
del arto 240.2 L.O.P.J. bien habilitando un plazo de con­
testación a la demanda. lo que. por otra parte. no hubiera
retrasado notablemente el recurso. Al no hacerlo' así.
se ha vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva .

, de los demandantes y por ello procede el otorgamiento
del amparo.' '

4. Don Leandro Merchán López formuló sus alega­
ciones el 8 de julio. insistiendo en la vulneración de
su derecho a la tutela judidal efectiva sin indefensión
ex art: 24 C.E., que las actuaciones examinadas. lejos
de desmentir. confirman. por poner de manifiesto que
la Sentencia recurrida fue dictada inaudita parte y en
quiebra del principio de cóntradicciÓn. Por todo ello.
suplica que se" le otorgue el amparo y, mediante otrosí
pide la suspensión de tal resolución Judicial. solicitud
esta para la que. en providencia de 13 d~ junio de 1994.,
se abrió la correspondiente pieza separada. denegán­
dose en el Auto de 20 de julio de .,1994. En el mismo
sentido y el mismo día se pronunciaron los otros dos
codemandantes que. una vez conocido el expediente
administrativo. se' ratificaron en la pretensión de qúe
su derecho, a la tutela judicial efectiva había sido
vulnerado.

5. El Abogado del Estado: tambiéñ con igual fecha.
evacuó el trámite de alegaciones. señalando. ante todo.
la necesidad de concretar con precisión algunos hecho~
relevantes para la resolución del presente recur~. AsI.
al dictar su providencia de 3 de' abril de 1990. la ~a.la
de lo Contencioso-Administrativo encargó a la AdminiS­
tración que emplazara a los titulares de derechos sub­
jetivos o intereses legítimos que apareciesen perfe~ta­
mente identificables en. el expediente. En este sentido.
es de' recordar que en el año 1990 ningún precept~
legalimponía a la Administración que actuara comoaUXI­
liar de los Tribunales en actos de comunicaéión procesal.
lo que sin embargo ahora viene dispuesto en el arto 64.1
de la L.J.C.A.. tras la reforma op~rada p~r la

, Ley 10/1992. de 30 de abril. En el presente caso. la
Administración demandada -a través de la Sección de
Recursos de la Dirección General de Correos y Telégra:-

\
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fos- cumplió con, bastante retraso su labor de auxiliar
benevolente del Tribunal. resultando que el expediente
administrativo fue remitido al órgano judicial a mediados
de 1990. mientras que e! emplazamiento a quienes
podían ser codemandados o coadyuvantes sólo' se hizo
más de un año después de ser contestada la demanda
por el defensor de la Administración. Con todo. el Abo­
gado del, Estado manifiesta su duda acerca de si los
recurrentes se personaroPl en plazo ,ante el órgano judi­
cial. toda,vez que no puede retrotraerse a la fecha en
la cual enviaron por correo certificado su escrito. ya que
la personación en una oficina de correos -válida para
escritos dirigidos a un órgano administrativo [arto 38.4
c) de la Ley de Régimen y Procedimiento Administrativo
de 26 de noviembre de 1992]- no surte efectos cuando
se trata de escritos dirigidos a Juzgados y Tribunales
(cfr. arts..272.3 y 283.1 L.O.P.J y 250 de la ·LE.C.).
existiendo abundante jurisprudencia del Tribunal Supre­
mo sobre este extremo en relación con el procedimiento
contencioso-administrativo. No obstante. esta duda que­
daría despejada a raíz del análisis de las actuaciones
solicitadas por este Tribunal Constitucional. de modo que
el propio Abogado del Estado. por un escrito posterior
de 3 de noviembre reconoció-expresamenteqüeel escri­
to de personación Se había presentado ante el órgano'
judicial el último día de los diez expresamente conce­
didos porla Sala para efectuarlo.

Verificado este extremo. se centra el alegato en la
«interpretación constitucionalmente adecuada» del
entonce~ vigente arto 66 de la L.J.C.A.. 'ya ,que. a su
juicio. la conducta de la. Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo pretende implícita.mente justificarse en la irre-

, troactividad y no interrupción del procedimiento por la
-personación tardía de algún codemandado o coadyu­
vante (antiguo aFt. 66.4 L.J.C.A. y segundo inciso del
arto 66.1 vigente). Un artículo que recuerda al 766 de
la L.E.C. pero con el que guarda. no obstante. una clara
diferencia. Mientras que el precepto pro~esal civil es.
consecuencia de la condición de rebelde. el arto 66.4
L.J.C.A. opera cpn una especie de automatismo aparente
cuando. publicados los anuncios a que se refería el anti­
guo art;64. quienes estuvieran legitimados para com~
parecer como codemandados o coadyuvantes no com­
pareciesen antes de su. emplazamiento para contestar
a la demanda. Trasladando esas consideraciones al caso
presente. resulta que el órgano judicial' consideró. que
tal personación era tardía por haberse producido des­
pués del momento procesal oportüno (a saber. tras la
éontestación del Abogado del Estado) y que. 'por tanto:
sólo era imperativo notificarles' las resoluciones poste­
riores,a sucomparecencia. Aun así. tampoco se les noti­
ficó la providencia de conclusión y señalamiento. lo que.
de haberse hecho" hubiese brindado a los recurrentes
la posibilidad de alegar ante la Sala la indefe'nsión pade- .

. cida: Siendo ello así. el Abogado de Estado se muestra
favorable al otorgamiento del amparo. '

• 6. La Sección Primera. en providencia de 11 de julio
'de 1994. concedió a los tres demandantes un plazo
común de diez días para qué manifestasen los funda­
mentos jurídicos. elementos probatorios y argumefltos
que. a su juicio. podrían haber variado los términos de
la resolución impugnada si. en su momento. la Sala de
lo Contencioso-Administrativo les hubiese otorgado el
trámite de audienciá. Por escrito registrado el 27 del

. mismo mes cumplimentaron tal requerimiento. alegando
con énfasis SU entero desconocimiento del expediente
administrativo en la vía judicial previa al amparocons­
tituciorial y poniendo de relieve aquellos aspectos jurí­
dicos que hubieran aducido en el proceso contencio­
so-administrativo si hubiesen tenido la oportunidad de
hacerlo. .

7. Por providencia de 19 de enero de 1995 se fijó
el día 24 del mismo mes y año· para la deliberación
y fallo de esta Sentencia.

11. Fundamentos jurídicos

1. El amparo que se pretende tiene l;omoobjeto
único la Sentencia que el 19 de marzo de 1992 dictó
el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña. a quien
se imputa haberla pronunciado inaudita parte originando
pues la indefensión proscrita como la t~cha más graye'
de la cuál puede adolecer la tutela judicial no ya para
resultar efectiva sino 'símplemente para ser. reproche
específico que no afecta al acto administrativo impug­
nado en el correspondiente proceso contencioso. Lo
dicho marca nítidamente el criterio metodológico a
seguir en el razonamiento jurídico. cuyos dos polos
habrán de ser la comparecencia en juicio ensus aspectos
subjetivo y temporal con el análisis de los efectos con­
siguientes. por una parte. yel concepto de indefensión.
ligado al principio de contradicción. Una vez hecho así.
podrá alcanzarse la coriclusión pertinente. que en casos
semejantes. según nuestra copios[sima doctrina al res­
pecto. está en función 'd~ dos elementos. la transgresión
formal de una regla procesal y la existencia de un per­
juicio real. que' dota al amparo" si se otorgare. de un
efecto útil. •

2. La comparecencia en juicio se asienta en eltrí­
pode que componen. en su dimensión subjetiva. la capa­
cidad jurídica. o para ser parte. la procesal. aspecto par­
ticular de la de obrar y la legitimación. Nadie niega nin­
guno de tales elementos. aun cuando no resulte ocioso '
ocuparse del último. El presupuesto necesario para cibte- s

nerla tutela judicial con la efectividad que la Constitución
demanda. es el libre acceso a los Jueces en' todos los
grados o niveles procesales. según el sistema de recursos
que las respectivas leyes de enjuiciamiento configuren
para cada sector jurisdiccional. en atención a sus carac- ,

,terísticas. El' sustrato se encuentra en el principio de
que nadie puede ser condenado en juicio sin ser oído.
proposición donde se cobijan una serie de exigencias
y. entre ellas. ta garantía de un proceso contradictorio.
con igualdad de armas para las partes. Ahora bien. desde
la perspectiva de quienes no son los que' ejercitan la
acción para poner en marcha el pro.cedimiento (actores.
demandantes o querellantes. recurrentes) el conocimien-.
tO de que este se ha incoado es el factor desencadenante
de su posibilidad de personarse y de actuar en su defeh­
sa. alegando lo' que crean conducente a su interés- e
intentando probar los datos de hecho correspondientes.
Cobran así todo su valor el papel de los actos procesales
de comunica~ión y. muy especialmente. en la coyuntura
inicial de cadél instancia. de las citaciones y emplaza­
mientos como medios para hacer saber la existencia
de un proceso a quienes pueda afectarles. «En la rn~dida

que hacen posible la cOlTlparecencia del interesado 'y
la defensa contradictoria '-hemos dich<r- son una exi­
gencia inelud'iblepara quejas garantías constitucionales
del proceso resulten aseguradas por el órgano judicial»
(STC 65/1994. donde se citan las precedentes).

El Rreámbulo expuesto nos lleva a plantear el pro­
blema con la mayor pulcritud. planteamiento en el cual'
la incógnita consiste en determinar caso por caso. y

,en este ahora mismo•. si quien se siente agraviado de.bía
ser llamado a juicio y cuándo. dimensión temporal esta
a la cual se aludió más arriba. Ello. a su. vez. sitúa el
tema en el terrenO de la legitimación. que en el proceso
contencioso-administrativo implica' una relación material
entre el sujeto' y el objeto de· la pretensión (acto o dis­
posición impugnado) de tal forma que su anulációno
su mantenimiento produzcan automáticamente un efec-
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to positivo (beneficio) o negativo (perjuicio), actual o futu­
ro, pero cierto, según lo definió ya para este orden judicial
la Sala.Tercera del Tribunal Supremo desde hace casi
un cuarto de siglo (Sentecias de 18 de diciembre de
1974, 23 de enero, 16 de mayo, 21 de junio y 24 de
septiembre de 1975) hasta hoy en día (Sentecia de 31
de enero de 1990, Sala Especial de Revisión) confor­
mando así doctrina legal con valor normativocomple­
mentario (art. 1.6 C.C y SSTC 206/1993 3.18/1994),
concepto .válido plenamente para la configuración del
derecho fundamental en juego, dada su naturaleza. No
parece dudoso en este encuadre conceptual que los opo­
sitores que superaron las correspondientes pruebas
selectivas para el ingreso en el Cuerpo de Técnicos Espe­
cializados. y figuraban en la relación correspondiente
como tales funcionarios, tenían ya desde un' principio
y, por supuesto, en esa fase terminal del procedimiento
administrativo no sólo un ostensible y legítimo interés
personal y directo en que se mantuviera la validez de
la relación publicada y de la convocatoria, sino un autén­
tico derecho subjetivo al nombramiento, circunstancia
que por' definicion constaba desde un principio por su
misma inclusión en la lista cuya aprobación se hizo por
la Orden de 26 de julio de 1985, emanada de la Secre­
taría General de Comunicaciones perteneciente al Minis-
terio de Obras Públicas y Urbanismo. .

3. Es indiferente en este momento si le.s correspon­
día la calificación de coadyuvantes o de codemandados,
aun cuando a primera vista les resulte más adecuada
esta última por ser titul.ares del derecho subjetivo al cargo
y no de meros intereses (arts. 29 y 30 L.R.J.C.A.). Tal

:- distinción, válida y relevante en muchos aspectos original
'en la versión primigenia de la Ley reguladora de la juris­
dicción dos modalidades para el emplazamiento, una,
por la publicación del anuncio de la interposición del
recurso contencióso-administrativo en el Boletín Oficial

. del Estado, común para' demandados y coadyuvantes,
en el proceso ordinario, y otra, peculiar' de la acción
de lesividad, que había de ser individual -personal- en
la forma dispuesta para el proceso civil (arts.64 y 65).
Aun cuando en principio este Tribunal Constitucional die-
ra por bueno tal sistema desde la perspectiva del derecho
a la tutela judicial efectiva (STC 9/1981)¡ no tardó en
modular esa tendencia inicial. reconociendo que no
garantiiaba suficientemente la defensa de quienesestu­
vieren'legitimados para comparecer como demandados
e incluso coadyuvantes y ~xigió su ,emplazamiento per­
sonal. siempre que fueren conoCidos o identificables con
los datos obrantes en el escrito de. interposición o en
el expediente administrativo (S$TC 9/1981y 65/1982),-
El previsible y aconsejable cambio legislativo de este
régimen de los emplazamientos, aludido en la STC
63/1982, se produjo tardíamente, en la Ley 10/1992,
de 30 de abril. aun cuando la sol~ción constitucional ­
al respecto hubiera sido asumida plenamente por las
Salas de lo Contenciélso-Admiriistrativo. La dicción actual
del arto 64.1 y 3 impone a la Administración autora del
acto o disposfción impugnados la carga de notificar la
remisión del expediente a la Sala y, a la vez, emplazar
a quienes aparezcan como interesados en el mismo para
que puedan comparecer y personarse en los autos dentro '
de los nueve días siguientes, conservando el emplaza­
miento por el anuncio de la interposición, con carácter
residual,para aquellos interesados que no hubieran podi-
do ser habidos (art. 64 L.R.J.C.A.). '

Es claro que la oficina correspondiente del Ministerio
de Obras Públicas y Urbanismo, no cumplió en SU
momento oportuno tal obligación, haciéndolo mucho

después por orden del Tribunal Superior de Justicia, con
un notable retraso, cuando el procedimiento estaba con­
cluso y pendiente de señalamiento y citación para Sen­
tencia. Por otra parte, la secretaría judicial no comprobó
si su mandato al respecto estaba ejecutado y, en caso
negativo. lo recordó y urgió por todos los medios a su
alcance sin continuar la tramitación hasta que se hubie­
ren recibido los emplazamientos y. en su caso, hubiera
transcurrido el plazo otorgado'a los interesados, con su.
personacióno nci. Tal modo de proceder, único correcto,
aunaba las distintas facetas en juego de la tute.la judicial.,
derecho pluridimensional. evitando por una parte la inde­
fensión de los demandados y, por la otra, una dilación
indebida del proceso, mala para todos y 'perjudicial :en

- especial para los demandantes (ATC 208/1987). En defi­
nitiva, la tardía camparecencia en juicio de los conde­
nados fUe provocada de consuno por la tardanzaadmi­
nistrativa y la ,culpa in vigilando judicial. olvidando el
respeto debido al éiudadano exigible con más rigor a
las instituciones públicas, que además de sus funciones
propias tienen otra de ejemplaridad social. Pues bien,
los así emplazados comparecieron'y se personaron en
tiempoy forma ante la Sala, que los tuvo por personados
y parte en el proceso (providencia de 27 diciembre 1991)
y, sin más actuaciones intermedias, señaló día para la

. deliberación, votación y fallo del asunto, sin que la pro­
videncia correspondiente (14 febrero 1992) fuese noti­
ficada, con citación para Sentencia, a los codemandados,
a qui~nes-..eSo sí- se les comunicó fehaciefltemente
la recaída. '

4. La Sala no ha explicado en momento alguno las
razones de haber marginado a los codemandados, com­
parecidos temporáneamente pero una vez precluída la
tase de alegaciones, olvidando paladinamente que de
esa tardanza en la persotiación no eran culpables sino
víctimas por ser su causa la falta de celeridad en la

.actividad de la Administración y el qescuidoen el cum­
plimiento de su deber de i,mpulso procesal que recae
de oficio en las oficinas judiciales. La prohibición de retro­
traer o interrumpir el procedimiento sólo tiene sentido,
tanto en la vieja como en la nueva versión del arto 66
LRJCA,·.si los emplazados -cualquiera que fuera la forma
de la diligencia- no se hubieren personado oportuna­
mente y lb hicieren con posterioridad. No es este el caso,
como se ha dicho más atrás.

En suma, estamos en -presencia de una transgresión
. de las normas formales configuradas como garantía; fac­
tor necesario e inexcusable pero no suficiente para diag-,
nosticar la indefensión. Una deficiencia procesal no pue­
de producir tal efecto si no conlleva la privación o limi­
tación, menoscabo o negación del derecho a la defensa
en un proceso público con todas las garantías «en ~ela­

ció n con algún interés» de quien lo invoca
(STC 90/1988). En definitiva, la indefensión, que se con-

,cibe constitucionalmente como la negación de la 1utela '
, judicial y para cuya prevención seconfi.guran los demás
dérechos instrumentales contenidos en el art. 24 de la
Constítuéión, ha de ser algo real, efectivo y actual, nunca
potencial o abstracto, por colocara su víctima en una
situación concreta que le produzca un perjuicio, sin que
le sea equiparable cualquier expeGtativa de un peligro

.o riesgo (SSTC 181/1994 Y 314/1994). Por ello hemos
hablado siempre de indefensión «materia!».

. . . .

5. Esta se da, en el caso ante nosotros, desde el
momento en que fue absoluta y plena, privando a los
comparecientes de su derecho a ser oídos. a utilizar I?s
medios probatorios adecuadas pertinentes si a ello huble-
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re lugar. a conocer los motivos manejados en la demanda
contra su nombramiento y a tener la oportunidad de
rebatirlos en la contestación a la demanda, donde ade­
más hubieran podido pedir el reci,bim¡'ento a prueba y
utilizar la pertinente. si a ello hubiera lugar. Eil resumen.
el principio de contradicción procesal fue preterido y
sin él. con todo lo demás que se ha dicho más atrás.
mal puede hablarse en este caso de un proceso con
todas las garantías. La Sentencia. dictada inaudita parte.
les desposee de su condición de funcionarios públicos
y les priva de su derecho al cargo. con un perjuicio tan
ostensible que no necesita maYOres argumentos. La inde- '
fension así producida incide directamente en el conte­
nido del derecho a la tutela judicial efectiva. Finalmente.
aun cuando el debate judidal no versara -al parecer­
sobre cuestiones de hecho y,su calificación jurídica. sino
acerca del sentido Y alcance de una de las bases de
la convocatoria. no e~ este lugar apropiado para eliJ-

'cubraciónes o especulacione,s sobre el eventual éxito
ó fracaso de la posición dialéctica de quienes, fueron
privados de cualquier .posibilidad de redargüir. Un juicio
presuntivo o probabilístico. carente por lo demás de los,
elementos necesarios para hacerlo con seriedad. inva­
diría el plano de la legalidad que nos está vedado. En
definitiva: no cabe prejuzgar aquí Y ahora si el otorga­
miento del amparo produciría ese «efecto útil» o práctico,

'al cual hemos aludido más arriba Y cuya enunciación
puede rastrears,e en la jurisprudencia, del Tribunal de
Justicia,de la Comunidad Europea (casos «Distillers»,
30/1978. S. 10 jun'io 1980 Y Pioneer. '100 a 103/1980.
S. 7 jl,mio 1983). Lo dicho hasta aquí pone de manifiesto
la relevancia constitucional de la indefensión padecida,
para remediar la cual habrán de adoptarse las medidas
adecuadas.

FALLO

En' atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional.poR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar. el presente recurso de amparo y. en, con­
secuencia:

1.0 Reconocer el derecho' de los recurrentes a una
tutela judicial efectiva s,in indefensión. .

2.0 Anular la Sentencia dictada 'por la Sala de lo
Contencioso-Administrativodel Tribunal Superior de Jus­
ticia de Cataluña (Sección Tercera). de 19 de marzo
de 1992, retrotrayendo ras actuaciones hasta el momen­
to anterior al de,dictarse Sentencia para que la Sala
conceda a los demandantes de amparo el debido trámite
de alegaciones, para hacer valer sus derecnos de
defensa.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a veinticuatro de enero de mil nove-'
cientos noventa Y cirfco.-Miguel Rodríguez-Piñero Y Bra­
vo Ferrer.-Fernando García-Mon y Gon?ález-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado Y rubricado. ,

5095 Sala Primera. Sentencia 16/1995, de '24
de enero de 1995. 'Recurso de amparo
1.115/1993. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del T.S.J, de Cataluña, dictáda en
recurso de suplicación, confirmatoria de otra

, anterior del Juzgado de lo Social, desestima­
torias ambas de la solicitud de' jubilación
voluntaria instada por la recurrente al amparo
de normas reglamentarias. Supuesta vulnera­
ción del principio de igualdad: igualdad ante
la Ley; inaplicación por el Juez de normas
preconstitucionales.

'" La Sala Primera del Tribunéjl Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero Y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon Y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimello
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende Y don Pedro
CruzVillalón. Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.115/93. interpuesto
por doña María Eloísa Salvador Bolado. representada
por el Procurador de los Tribunales don Federico Pinilla.
Peco. asistido del Letrado don José Amigo Dur~n, contra
la Sentencia dictada por la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña. en fecha 13 de
diciembre de '1991. en el recurso de suplicación
núm. 6.407/90. Ha comparecido en el presente recursO.
además del Ministerio Fiscal, la Entidad F.C. Metropo­
litano de Barcelona. S.A.. re'presentada por el Procurador
de los Tribunales don Juan Ignacio Avila del Hierro. asis- :
tido del L.etrado don José María Antrás Badía. Y siendo
Ponente el Magistrado don Carlos de la, Vega Benayas,
quien expresa el parecer de la Sala; ,

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Registro General de
este Tribunal con fecha 7 de abril de 1993,el Procurador
de los Tribunales don Federico Pinilla Pecó. en nombre
Y representación de doña María Eloísa Salvador Bolado,
interpuso recurso de amparo contra la Sentencia de la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Cataluña. de fecha 13 de diciembre de 1991. en recurso
de suplicación núm. 6.407/90.

2. El recurso de amparo se fundéimentaen los
siguientes hechos:

A) La demandante de amparo. que ostenta la cate­
goría,de taquillera. ingresÓ en la empresa F.C. Metro­
politano de Barcelona. SA. el 22 qe noviembre,de 1956.
Y el 13 de septiembre de ,1989. al cumplir cincuenta
Y cinco años. cuando llevaba prestados más de vein­
ticinco años de servicios. solicitó la jubilación voluntaria
de acuerdo con lo establecido al efecto en el arto 66
de la Reglamentación de Trabajo de la Empresa. apro-

, bada por Orden del Ministerio de Trabajo de 29 de junio
de 1946 (BOE 7-10-1946). petición que le fue denegada.

S) Con fecha 7 de noviembre de 19'89 interpuso
demanqa. cuyas pretensiones fueron sucesivamente
desestimadas; primero por el Juzgado de lo Social Y
más tarde por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña
en recurso de suplicación. De acuerdo ..con las resolu­
ciones judiciales. el precepto que establece una edad
diferente dejubilación voluntaria para hombres Ymujeres


